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  Explicación preliminar




  




  La Ley 54 de 1990 ha sido, sin lugar a dudas, una de las leyes que ha motivado mayores controversias en el campo del Derecho de Familia colombiano, no solo doctrinales sino también jurisprudenciales.




  Después de veinticinco años de haber sido promulgada, indudablemente, el contenido aplicable hoy es muy diferente al que en principio existía al entrar en vigencia la ley.




  El sentido de la norma, que no fue otro que el de establecer los derechos y obligaciones entre las personas que convivían como casados sin estarlo, fue manipulado y desviado en razón de un inconsciente colectivo que se resistía a tratar a los convivientes bajo el mismo principio de igualdad con el que el ordenamiento jurídico trataba a las parejas que se casaban,1 por el rito civil o católico.2




  Si bien es cierto que hoy se ha obtenido el tratamiento igualitario en la mayoría de aspectos de la ley, todavía se conservan algunas diferencias que carecen de justificación y que se deberían romper por vía de interpretación jurisprudencial en un simple ejercicio exegético o, de no ser posible, con la correspondiente modificación normativa.




  El presente texto se construye a partir de varias ponencias que, sobre el tema, el autor ha presentado, asumiendo la misma posición crítica y haciendo el mismo llamado para que desde una perspectiva teleológica se logre, finalmente, la igualdad, en todos los aspectos, entre las parejas que han decidido realizar un plan de vida íntima con independencia de los ritos civil y religioso del casamiento.




  Notas al pie




  1Uno de los significados de la palabra “matrimonio” hace alusión al “oficio de madre”. Ante la realidad social de uniones que no pueden o no quieren procrear, se recomienda el cambio de la expresión “matrimonio” por el término “casamiento”, como bien lo expresa el profesor Daniel Lopera Díaz en los conversatorios del programa de Maestría de la Universidad EAFIT, año 2016, citando legislaciones extranjeras como la argentina, que tienden al cambio mencionado.




  2 Antes de la vigencia de la Ley 54 de 1990 solo se reconocían efectos jurídicos a los casamientos civiles y a los realizados por el rito de la Iglesia Católica, Apostólica y Romana de conformidad con el Concilio de Trento. Con la vigencia de la Carta Política de 1991 se reconocieron efectos civiles a otros casamientos religiosos en virtud del Convenio de Derecho Público Interno n.° 1 de 1997, acogido por el Decreto 354 de 1998.




  Antecedentes




  




  La historia de la humanidad da cuenta de un hecho que se ha tornado en axioma sociológico: la convivencia de hombres y mujeres, con la finalidad de realizar un plan de vida que comprenda la satisfacción de las necesidades íntimas, se ha dado sin necesidad de rito previo, con la voluntad conjunta aunada a la convivencia misma, porque no basta la sola voluntad ni la sola convivencia forzada. La convivencia debe provenir del acuerdo de voluntades.




  En el principio de la historia del hombre no existió casamiento porque esta institución vino a ser fruto de un estadio social más avanzado en términos de tiempo y de desarrollo cultural. Cuando las organizaciones políticas, y en principio religiosas, consideraron necesario intervenir la institución familiar, establecieron como su punto de origen la figura del casamiento. Sin embargo, las personas siguieron conformando uniones personales sin acogerse al rito y por ello el Derecho tendrá que ocuparse de las uniones que surgen al margen de las ritualidades.




  Reduciendo el espacio geográfico y ubicando el tema en el territorio colombiano, puede afirmarse que antes de 1492 (invasión española al territorio occidental, allende los mares), las culturas aborígenes tenían el doble tratamiento para las parejas que conformaban familia: cada grupo tenía su rito para el casamiento, pero también regulaba las uniones de hecho. La invasión española, bajo la orientación de la Iglesia católica, vino a imponer, como pauta de comportamiento social y religioso, la necesidad de convivencia bajo el rito católico, y so lo bajo esta clase de casamiento, estableciendo sanciones para las convivencias de hecho, que no tuvieron eficacia pues los invasores comenzaron a tener relaciones de hecho con los aborígenes a pesar del régimen religioso impuesto.




  Dada la derrota de los españoles en 1819, la nación colombiana acogió, en principio, la legislación española y luego se apropió de la legislación chilena que tenía, a su vez, un claro origen francés (Código Napoleónico). En estas legislaciones se regulaba solo el casamiento y para nada se mencionaba el fenómeno de las uniones de hecho, que pese a su notoriedad social, carecían de toda protección jurídica. Razones de orden político y religioso llevaron al Estado colombiano a sancionar, desde la óptica penal, algunas de tales uniones y a desconocer cualquier efecto de protección para todas ellas.




  Las necesidades sociales comenzaron a exigir del Estado un mínimo de protección para esas uniones y solo en el campo de la seguridad social, en la década de 1950, se admitió que la concubina pudiera tener beneficios de seguridad social como, por ejemplo, el derecho a recibir la pensión del concubino fallecido.




  De 1950 a 1990 los convivientes de hecho plantearon, de manera reiterada, reclamaciones judiciales, en especial en el campo patrimonial, pero siempre la jurisprudencia colombiana negó cualquier protección.




  Múltiples teorías se utilizaron para buscar un mínimo de justicia en las relaciones pa tri moniales de los concubinos: se acudió a la teoría de la relación laboral, que expresaba, por razones culturales, que la concubina era una especie de trabajadora del concubino; se acu dió a la teoría de la relación comercial, que expresaba que frente al patrimonio adquirido a nombre de uno de los concubinos, el otro tenía derecho a una participación en razón de haber contribuido con su trabajo a su consecución; se utilizó la teoría del enriquecimiento sin causa cuando uno de los concubinos se quedaba con el patrimonio que había conseguido durante la convivencia con el otro. Todas estas teorías eran desechadas por la jurisprudencia con diversos argumentos que desvirtuaban el carácter laboral, comercial o de equidad de las relaciones concubinarias.




  De manera arbitraria, y tal vez so pretexto de la ilicitud de la relación concubinaria, los jueces colombianos olvidaron el principio de la plenitud hermética del derecho (principio que impone encontrar siempre una solución jurídica a los problemas planteados a la jurisdicción) y el mandato de aplicar la analogía ante la carencia de norma expresa que regule un tema. Debió, la jurisprudencia colombiana, aplicar, por vía analógica, todo el régimen patrimonial de los cónyuges a los concubinos porque si alguna institución es similar al concubinato es el casamiento.




  Los cambios sociales, políticos y religiosos originaron, como ya se dijo, un movimiento de la comunidad para exigir del Estado una regulación protectora de las uniones concubinarias, y luego de un amplio debate vino a presentarse al Congreso de la República un proyecto de ley que finalmente se convirtió en la Ley 54 de 1990, que vino a regular, con más defectos que virtudes, las uniones no solemnes en dos aspectos: uno personal y otro patrimonial.




  El texto que a continuación se presenta adelanta una descripción detallada y un análisis crítico de esta norma con miras facilitar su entendimiento y eventual aplicación. Los capítulos dispuestos para este propósito son los siguientes:




  1. Descripción de la Ley 54 de 1990.




  2. Visión crítica del texto original de la Ley 54 de 1990.




  3. Falencias interpretativas en la aplicación de la Ley 54 de 1990.




  4. Modificaciones legislativas y jurisprudenciales, y ampliación de los efectos de otras normas relacionadas con la Ley 54 de 1990.




  5. Diferencias reales y aparentes entre las uniones maritales y las uniones conyugales.




  6. Presentación de iure condendo del contenido de la Ley 54 de 1990.
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  La Ley 54 de 1990 está estructurada, aparentemente,3 en nueve artículos, de los cuales el 1.º y el 4.º se refieren a los aspectos personales; los artículos 2.º, 3.º, 5.º, 6.º, 7.º y 8.º se refieren a los aspectos patrimoniales y el artículo 9.º hace alusión a la vigencia de la ley.




  
1.1 Aspectos personales




  
1.1.1 Denominación de la institución y requisitos de conformación




  El inciso primero del artículo 1.º es del siguiente tenor:




  

    A partir de la vigencia de la presente ley y para todos los efectos civiles, se denomina unión marital de hecho, la formada entre un hombre y una mujer, que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular.


  




  La ley, en el aspecto personal, abandona las denominaciones que se usaban antes de 1990 para las uniones de hecho (concubinato, enmozamiento, barraganería, dañados y punibles ayuntamientos) que en adelante se denominarán, jurídicamente, uniones maritales de hecho.




  De la norma transcrita se destaca que la comunidad de vida debe ser de carácter permanente y singular, voluntaria y con ausencia de casamiento entre quienes la conforman.




  
1.1.2 Denominación de los sujetos




  El inciso segundo del artículo 1.º es del siguiente tenor:




  

    Igualmente y para todos los efectos civiles, se denominan compañero y compañera permanente, al hombre y la mujer que forman parte de la unión marital de hecho.


  




  La ley, en el aspecto personal, abandona las denominaciones que se usaban antes de 1990 para los sujetos vinculados a ellas (concubinos, mozos, barraganes), quienes en adelante se denominarán compañero y compañera permanentes.




  
1.1.3 Prueba de la existencia de la unión




  El artículo 4.º indica:




  

    La existencia de la unión marital de hecho se establecerá por los medios ordinarios de prueba consagrados en el Código de Procedimiento Civil y será de conocimiento de los los jueces de familia en primera instancia.


  




  El aspecto personal al que se refiere la norma es de carácter procesal.




  
1.2 Aspectos patrimoniales




  
1.2.1 Sociedad patrimonial entre compañeros permanentes




  El artículo 2.º señala:




  

    Se presume sociedad patrimonial entre compañeros permanentes y hay lugar a declararla judicialmente en cualquiera de los siguientes casos:




    a) Cuando exista unión marital de hecho durante un lapso no inferior a dos años, entre un hombre y una mujer sin impedimento legal para contraer matrimonio;




    b) Cuando exista una unión marital de hecho por un lapso no inferior a dos años e impedimento legal para contraer matrimonio por parte de uno o de ambos compañeros permanentes, siempre y cuando la sociedad o sociedades conyugales anteriores hayan sido disueltas y liquidadas por lo menos un año antes de la fecha en que se inició la unión marital de hecho.


  




  La sociedad patrimonial entre compañeros permanentes es el equivalente a la sociedad conyugal que surge del matrimonio.




  
1.2.2 Conformación del activo de la sociedad patrimonial




  El artículo 3.º señala:




  

    El patrimonio o capital producto del trabajo, ayuda y socorro mutuos pertenece por partes iguales a ambos compañeros permanentes.




    PARÁGRAFO. No formarán parte del haber de la sociedad los bienes adquiridos en virtud de donación, herencia o legado, ni los que se hubieren adquirido antes de iniciar la unión marital de hecho, pero sí lo serán los réditos, rentas, frutos o mayor valor que produzcan estos bienes durante la unión marital de hecho.


  




  
1.2.3 Disolución de la sociedad patrimonial




  El artículo 5.º señala:




  

    La sociedad marital entre compañeros permanentes se disuelve:




    a) Por la muerte de uno o de ambos compañeros;




    b) Por el matrimonio de uno o de ambos compañeros con personas distintas de quienes forman parte de la sociedad patrimonial;




    c) Por mutuo consentimiento de los compañeros permanentes elevado a escritura pública;




    d) Por sentencia judicial.


  




  
1.2.4 Legitimación en la causa para solicitar la liquidación de la sociedad patrimonial




  El artículo 6.º precisa:




  

    Cualquiera de los compañeros permanentes o sus herederos, podrán pedir la liquidación de la sociedad patrimonial y la adjudicación de los bienes. Cuando la causa de la disolución y liquidación sea la muerte de uno o de ambos compañeros permanentes, la liquidación podrá hacerse dentro del respectivo proceso de sucesión, siempre que exista la prueba de la unión marital de hecho, en la forma exigida por el artículo segundo [sic]4 de la presente Ley.


  




  
1.2.5 Normatividad y procedimiento para la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial




  El artículo 7.º señala:




  

    A la liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se aplicarán las normas contenidas en el Libro 4.º, Título XXII, Capítulos I a VI del Código Civil. Los procesos de disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes, se tramitarán por el procedimiento establecido en el Título XXX del Código de Procedimiento Civil y serán del conocimiento de los jueces de familia en primera instancia.


  




  Cuando la ley remite al Libro 4.º, Título XXII, Capítulos I a VI del Código Civil, hay que entender que los artículos 1771 a 1841 se aplican en subsidio de las normas especiales de la Ley 54 de 1990. Al analizar las normas a las que el legislador remite, se entiende que se aplican con las modificaciones que han sufrido y con las que en el futuro sufran y, en caso de haber sido derogadas, aún con posterioridad a la vigencia de la Ley 54 de 1990, se entienden derogadas no solo para la sociedad conyugal –para la que fueron concebidas originalmente–, sino también para la sociedad patrimonial de hecho. Lo mismo ocurre con la remisión que se hace al Título XXX del Código de Procedimiento Civil.




  
1.2.6 “Prescripción” de las acciones para disolver y liquidar la sociedad patrimonial




  El artículo 8.º consagra:




  

    Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes prescriben en un año a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o ambos compañeros.




    Parágrafo. La prescripción de que habla este artículo se interrumpirá con la presentación de la demanda.


  




  
1.3 Vigencia




  1.3.1 El artículo 9.º establece:




  

    “La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias”.


  




  La ley fue promulgada el día 31 de diciembre de 1990 en el Diario Oficial n.° 39615.




  Notas al pie




  3 Por el fenómeno de remisión normativa hay que entender que la Ley 54 de 1990 está conformada, a más de los nueve artículos, por todas las demás normas a las que remite el legislador en el artículo 7.º, esto es, los artículos 1771 a 1841 del Código Civil y los artículos 625 y 626 del Código de Procedimiento Civil.




  4 La ley debió referirse al artículo 4.º.
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  Al conocerse la ley, esta fue motivo de críticas por no ser clara y precisa y por no referirse expresamente a temas fundamentales de la relación jurídica establecida en la norma. Las críticas se pueden concretar en lo siguiente:




  
2.1 Aspectos personales




  En relación con los artículos 1.º y 4.º, la crítica pasa por varios puntos:




  • Pese a que la norma no lo indica de manera expresa, hay que entender que la unión parte del consentimiento, expreso o tácito, del hombre y la mujer que deciden conformarla; consentimiento que, además, tiene una específica connotación, que es la finalidad perseguida: compartir un plan de vida íntimo. No basta la sola manifestación de voluntad, sino que se hace necesario el hecho jurídico de la convivencia. Si no se dan las dos circunstancias, conjuntamente, no surge la unión.




  • Frente al lenguaje, la norma es desafortunada al emplear la expresión marital, que hace referencia a la vida conyugal. Tampoco es afortunada cuando emplea el término de hecho porque, como ya se anotó, si bien es cierto que se exige un hecho jurídico, (convivencia) es imprescindible la manifestación de voluntad. Lo que la ley quiso significar con la expresión de hecho, es que no hay rito, como sí lo hay en el casamiento, que acompañe la manifestación de voluntad de quienes deciden convivir para desarrollar un plan de vida íntimo.




  • También es criticable la falta de referencia expresa a otros aspectos personales que se dan entre los compañeros permanentes, tales como los deberes de convivencia, cohabitación, socorro y ayuda mutua.




  • Otro aspecto crítico toca con la exigencia de que la prueba de la unión marital la conozca un juez, lo que limita la vía para demostrar la existencia de la unión.




  • Es extraño que la ley no haya regulado, de manera expresa, lo atinente a los elementos de existencia, validez y oponibilidad de la unión marital de hecho.




  
2.2 Aspectos patrimoniales




  En relación con los artículos 2.º, 5.º, 6.º, 7.º y 8.º, la crítica pasa por varios puntos:5




  • Se critica que la presunción de sociedad patrimonial no se haga a partir de la conformación de la unión marital, como se hace en materia conyugal, en donde la presunción de sociedad conyugal parte de la celebración del casamiento. El artículo 2.º exige que a más de la unión transcurra un período y se den otras circunstancias cuando los compañeros permanentes estén imposibilitados para casarse entre ellos por la existencia de un vínculo anterior vigente.




  • Frente al artículo 5.º se critica la expresión sociedad marital por dos razones. Primero, porque el término marital, como ya se dijo, es propio del casamiento; segundo, porque se entremezclan las expresiones propias de la unión y de la sociedad patrimonial, pero se ha entendido siempre que allí se consagran algunas causales de disolución de la sociedad patrimonial. Se crítica, además, que hay otras causales de disolución como lo serían la separación de los compañeros permanentes y el casamiento que ellos puedan contraer entre sí.




  La causal por sentencia judicial hay que analizarla en conjunto con el artículo 7.º, que remite a las normas del Código Civil y del Código de Procedimiento Civil que regulan la disolución de la sociedad conyugal. Tal remisión permite entonces entender que judicialmente se puede solicitar la disolución de la sociedad patrimonial invocando las causales a que se refieren los artículos 200 y 1820 del Código Civil.




  La omisión del legislador frente a la posibilidad de que el casamiento entre los mismos compañeros sea causal de disolución de la sociedad patrimonial se suple por vía de interpretación, entendiendo que si el casamiento pone fin a la unión marital, como consecuencia lógica de ello hay que entender que la sociedad patrimonial se disuelve. A partir del casamiento el régimen aplicable a ellos será el de la sociedad conyugal. Igualmente, la omisión frente a la posibilidad de disolución de la sociedad patrimonial por la separación de los compañeros permanentes constituye otra crítica porque hay que entender que no habiendo unión marital, no puede subsistir la sociedad patrimonial.




  • Frente al artículo 6.º, se critica que haga referencia directa a la liquidación de la sociedad patrimonial porque debería señalarse que tal fenómeno es procedente solo a partir de la disolución de la sociedad. Se critica, además, la imprecisión normativa de la remisión a la prueba de la unión marital de hecho, pues se cita el artículo 2.º cuando debió citarse el artículo 4.º.




  • Frente al artículo 7.º la única crítica es la imprecisión inicial de referirse solo al fenómeno de la liquidación, cuando debió también mencionarse el fenómeno de la disolución.




  • El artículo 8.º se refiere a las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes; el artículo señala que tales acciones prescriben en un año a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del casamiento con terceros o de la muerte de uno o ambos compañeros.




  El lenguaje procesal impone precisar que se debe hablar de pretensiones y no de acciones. Se debe utilizar la expresión caducidad y desechar el término prescripción porque este no corresponde al fenómeno referido en la norma, que no es otro que el decaimiento de la pretensión por la no actuación oportuna en el tiempo de la parte interesada, que es precisamente lo que tipifica la caducidad.




  Dejando de lado la crítica sobre la terminología empleada en el artículo 8.º, importa mencionar los dos fenómenos que allí se consagran para diferenciarlos y precisarlos:




  2.2.1 De la disolución




  ¿En qué consiste la disolución de la sociedad patrimonial? La disolución es el fenómeno en virtud del cual se pone fin a la sociedad patrimonial; fenómeno que está referido en el artículo 5.º de la Ley 54 de 1990, donde se lee:




  

    La sociedad patrimonial entre compañeros permanentes se disuelve:




    a. Por la muerte de uno o ambos compañeros;




    b. Por el matrimonio de uno o de ambos compañeros con personas distintas de quienes forman parte de la sociedad patrimonial;




    c. Por mutuo consentimiento de los compañeros permanentes elevado a escritura pública, y




    d. Por sentencia judicial.


  




  Por su parte, el artículo 8.º de la misma ley señala:




  

    Las acciones para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes prescriben en un año a partir de la separación física y definitiva de los compañeros, del matrimonio con terceros o de la muerte de uno o ambos compañeros. Parágrafo. La prescripción de que habla este artículo se interrumpirá con la presentación de la demanda.


  




  Obsérvese la incongruencia entre los artículos 5.º y 8.º: el primero consagra cuatro eventos de disolución de la sociedad patrimonial (muerte, casamiento con distinta persona, mutuo consentimiento y sentencia judicial); el segundo se refiere, con relación al artículo 5.º, expresamente solo a los dos primeros casos, esto es, a la muerte y al casamiento con distinta persona; indirectamente se refiere al mutuo consentimiento cuando habla de la “separación física y definitiva de los compañeros”. Nada dijo sobre la sentencia judicial. Ambas normas omiten referirse al casamiento entre los mismos compañeros y a la separación de ellos.




  2.2.2 De la liquidación




  La liquidación no es más que la operación contable en virtud de la cual se precisan activos y pasivos para determinar un saldo, positivo o negativo, a repartir entre los compañeros permanentes.




  La liquidación de la sociedad patrimonial exige:




  • La prueba de la existencia de la unión marital, que puede obtenerse extrajudicial o judicialmente.




  • La declaración presunta o real de la sociedad patrimonial.




  • La disolución de la sociedad patrimonial.




  Cuando una sociedad patrimonial se disuelve, al igual que sucede en toda sociedad, se conforma una comunidad de bienes entre los socios, que viene a desaparecer con la liquidación misma del patrimonio.




  Así las cosas, si dentro del año siguiente a la disolución no se intenta la liquidación, el efecto lógico y jurídico es el mantenimiento de la comunidad de bienes, que no podría liquidarse por razón de la caducidad establecida en el artículo 8.º de la ley, lo que lleva a una situación a todas luces contraria a derecho, ya que nadie está obligado a permanecer en indivisión.




  Las reglas de hermenéutica jurídica imponen desechar las interpretaciones que conducen a situaciones absurdas o injustas y por ello puede afirmarse que tampoco tiene ningún sentido, ni aplicación posible a la luz de la Constitución, el término de un año establecido en el artículo 8.º, tantas veces citado, frente al fenómeno jurídico de la liquidación porque ella puede pedirse en cualquier momento de la indivisión.




  
2.3 Vigencia




  La crítica al artículo que se refiere a la vigencia de esta ley, surge del desconocimiento de doctrinantes y jueces en cuanto a los efectos de la ley en el tiempo. La norma, tal y como está redactada, no es motivo de crítica para quien entiende que una ley cobija las situaciones vigentes al momento de su expedición y las que en el futuro se presenten; al respecto, hay claridad absoluta en la dogmática legislativa. Cuando de los efectos de la ley en el tiempo se trata, solo hay que precisar los casos en los cuales la ley tiene efecto retroactivo. El desconocimiento de estas reglas hizo que jueces y doctrinantes señalaran que la Ley 54 de 1990 solo tenía efectos hacia el futuro, desconociendo la aplicación retrospectiva de la misma.




  Nota




  5 Aunque lo que aquí se muestran son las numerosas objeciones que se le han hecho a esta norma, no debe desconocerse que frente al artículo 3.º se ha destacado, positivamente, la exigencia de que el patrimonio de la sociedad de bienes entre compañeros permanentes sea el producto del trabajo, la ayuda y el socorro mutuos, exigencia que no se hace en la legislación colombiana para la sociedad conyugal. Este artículo precisa que ni los bienes adquiridos a título gratuito, ni los adquiridos con anterioridad a la unión, hacen parte de la sociedad patrimonial, pero sí hacen parte de ella los réditos, rentas, frutos y el mayor valor de los bienes propios.




  [image: 3. Falencias interpretativas en la aplicación de la Ley 54 de 1990]




  Al entrar en vigencia la Ley 54 de 1990, la jurisprudencia y la doctrina hicieron una aplicación incorrecta, tal y como se describe a continuación:




  
3.1 Artículo 1.º




  3.1.1 Mala práctica




  La jurisprudencia y la doctrina consideraron que los efectos personales de la unión marital de hecho se reducían a la denominación de la unión, a la denominación de los sujetos, a las exigencias de permanencia y singularidad, y a la ausencia de casamiento entre los compañeros. De otro lado, se estimó que la permanencia era el acompañamiento constante en el tiempo.




  3.1.2 Réplica




  La aplicación de esta norma en la forma señalada resulta totalmente antijurídica e injusta. Cuando el artículo 1.º se refiere a comunidad de vida, esa expresión conlleva todos los efectos personales que se dan entre cónyuges, esto es, fidelidad, respeto, socorro y ayuda mutua.




  En cuanto al concepto de permanencia, esta no ha de mirarse en términos de tiempo sino que debe mirarse en términos de notoriedad, esto es, la estimación que la comunidad hace de la pareja como partícipes de un plan de vida. Es importante precisar que la ley colombiana no señaló tiempo predeterminado para que surja la unión marital de hecho, por lo tanto, pueden existir uniones maritales de días, meses y años.




  Vale aclarar que el concepto de singularidad implica que quien ha conformado la comunidad de vida no puede tener simultáneamente otra comunidad de vida. Cuando un sujeto tiene varias comunidades de vida ninguna de estas relaciones está bajo el amparo de la Ley 54 de 1990, sin que ello signifique que una unión marital de hecho termine por la sola infidelidad de uno de los compañeros permanentes.6
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